
Desalojos de Centro Uno y Laguna Larga, en el Depar tamento de Petén.  

Para la Relatora Especial sobre los Derechos de los  Pueblos Indígenas 

1. Nombre del caso 

Desalojos de Centro Uno y Laguna Larga 

2. Lugar, comunidades y/o población afectada:  

Laguna del Tigre y Sierra Lacandón en el departamento de Petén  

3. Fecha en que se produce 

160 familias Desalojadas de Centro uno realizado el día 16 de junio de 2009  

110 familias Desalojadas de Laguna Larga realizado el día 2 de junio de 2017  

4. Descripción del hecho o situación que se denunci a y estado actual del caso 
(denuncia, en investigación, actuación de instituci ones del Estado) 

4.1. Desalojo de Centro Uno.  

El día del desalojo, a las familias se les obligó a tomar lo poco que podían y salir por sus 
propios medios de la comunidad. La mayoría de familias se asentaron en orillas de la 
carretera que conduce de Retalteco a Unión Maya Itzá. Improvisaron champitas de naylo. 
Ahí estuvieron por más de un año. Tiempo después cada familia buscó espacios alquilados 
o prestados para vivir. Las familias no pudieron presentar ningún recurso legal por no contar 
con medios legales y profesionales para plantearlo, lo que ha provocado que el Estado se 
olvide del tema y así realizar otros desalojos. En algún momento tuvo conocimiento la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, Procuraduría de los Derechos 
Humanos, pero no ha habido mayores acciones legales al respecto.  

4.2 Desalojo de Laguna Larga.  

El día 2 de junio, la Comunidad se enteró que hacia el lugar se dirigía un fuerte contingente 
de militares, Policía Nacional Civil y Ministerio Público. La comunidad considerando que los 
desalojos son violentos, analizó la situación y decidió que debía salir antes que llegara el 
contingente para evitar cualquier agresión, capturas de líderes u otras consecuencias 
lamentables. Se establecieron entre la línea fronteriza de Guatemala y México por el Estado 
de Campeche cerca de un poblado llamado “El Desengaño”.  

Cuando llegaron los militares y policías procedieron a incendiar las viviendas y quemar 
bienes de las familias de la comunidad. Las familias recordaron lo sucedido en años de la 
guerra en Guatemala.  

El día 29 de mayo de ese año, el Comité Central de Laguna del Tigre en protección de la 
Comunidad, con el apoyo del abogado Juan Castro y el Bufete de Derechos Humanos, 
presentó amparo preventivo en la Sala de Apelaciones de Poptun Petén en contra de la 
resolución de primera Instancia que autorizó el desalojo alegando que el mismo es ilegal 
por incumplir Los Principios Básicos y Directrices sobre los desalojos y el desplazamiento 
generados por el desarrollo, así como el derecho a la defensa, notificación previa. De este 
amparo fue denegado amparo provisional por lo que se interpuso apelación en la Corte de 



Constitucionalidad. Ha casi un año del desalojo, la Corte de Constitucionalidad aun no lo 
ha resuelto.  

En enero de 2018 la Relatora del Derecho a la Vivienda de la ONU, Leilani Farha, presentó 
una Amicus Curiae como respaldo a los argumentos presentados en la primera acción de 
amparo interpuesta en la Sala Regional Mixta de la Corte de Apelaciones de Poptún, Petén, 
para orientar las decisiones de la Corte de Constitucionalidad sobre la misma.  

Un colectivo de organizaciones en México, al enterarse del desalojo, decidieron solicitar 
medidas cautelares ante la Comisión IDH en favor de Laguna Larga. La Comisión IDH 
emitió dichas medidas a través de su resolución 36/2017, Medida Cautelar No. 412-2017.  
El Estado ante dichas medidas, sólo se ha centrado en proporcionar algunos alimentos 
cada tres meses, nombrar a tres maestras para atender la educación de los niños en el 
campamento y nada más.  

Así mismo, se ha tratado de mantener mesas de diálogo, pero desde diciembre del año 
2017 las instituciones ya no convocaron a reuniones, lo que ha demostrado desinterés en 
resolver.  

El Estado publicó en algunos medios de comunicación que estaba ofreciendo dos fincas 
para reubicar a la comunidad pero eso nunca se discutió formalmente en las mesas de 
diálogo. A pesar de ello, el Estado ha publicado que la comunidad se niega a ser reubicada 
lo cual es negativo, lo que la comunidad ha expresado es que tiene que haber condiciones 
claras y previamente discutidas para poder aceptar una reubicación, por el momento si no 
existen esas condiciones la comunidad sigue proponiendo el retorno al lugar de donde 
fueron expulsados.  

El 27 de octubre de 2017, se presentó una nueva acción de amparo en favor de Laguna 
Larga por el incumplimiento y lentitud en la implementación de las Medidas Cautelares. Se 
demandó el retorno provisional de la comunidad a sus tierras, en virtud de las medidas 
cautelares. Sobre esta acción tuvo que acudirse en apelación ante la Corte de 
Constitucionalidad, la cual resolvió en inicios de marzo de 2018 parcialmente favorable, 
ordenando que el Estado cumpla sin demora con las Medidas Cautelares, para que 
continúen los diálogos y encontrar una solución duradera. No se pronunció sobre el retorno 
provisional de la comunidad; ante lo cual el pasado 3 de marzo se presentó Recurso de 
Ampliación para que finalmente se pronuncie al respecto.  

La situación de vida de las familias desde el día del desplazamiento forzado provoco una 
emergencia humanitaria sin precedentes. Han tenido que soportar la lluvia, dormir en el 
suelo, sufrir toda clase de enfermedades y abortos. Sin un futuro prometedor.  

5. Qué derechos de pueblos indígenas son violados c on este hecho o situación 

Derecho a la vida, a la propiedad, a la seguridad, igualdad ante la ley y los tribunales, a las 
garantías judiciales, a un recurso efectivo, a la información, a la consulta, a la intimidad, a 
la nacionalidad, a la identidad, al trabajo, a un nivel de vida adecuado incluyendo el derecho 
a una vivienda adecuada, vestido y alimentación, derecho al disfrute más alto de nivel 
posible de salud física y mental, a la seguridad social, a la educación, al agua, a participar 
del progreso científico y al desarrollo, derecho de los niños, mujeres y ancianos.   

 



6. Entidad pública o privada responsable de la viol ación de derechos 

• Consejo Nacional de Áreas Protegidas, CONAP  
• Ministerio Público, MP  
• Juzgados de Primera instancias, juzgados de paz, sala de apelaciones, corte de 

constitucionalidad.  
• Procuraduría General de la Nación  
• Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales  
• Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia de 

Derechos Humanos, COPREDEH 

7. ¿Ha habido ataques a defensores/as o casos de cr iminalización en este caso? 

Los líderes que representan a la comunidad generalmente han sido criticados por 
organizaciones del Estado de ser los responsables de que el asunto no se resuelva y de 
ser gente que manipula a los demás para obtener ganancias económicas. Esto ha 
provocado ciertos momentos de división en la comunidad e incluso inseguridad para los 
representantes. Así mismo en otras ocasiones instituciones del Estado han mencionado 
que los asesores impiden el avance y de ser también los que les dan malas ideas a los 
campesinos.  

8. Demandas específicas. ¿Qué necesita la población  en este caso? 

La comunidad necesita: resolver la emergencia humanitaria (medicamentos, alimentación, 
vivienda, apoyo psicológico, tierra para producir sus alientos).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



9. Peticiones a la Relatora. ¿Qué intervención pedi mos a la Relatora, dentro de su 
mandato? 

Instar al gobierno para que atienda la emergencia humanitaria provocada a la comunidad, 
así como resuelva lo más pronto posible la posibilidad de retornar al área, o brindar una 
propuesta clara y posible para un retorno en condiciones dignas y que garanticen la solución 
al problema de forma duradera.  

Instar al gobierno garantizar, a las familias desalojadas, una vivienda adecuada, salud, 
educación, alimentación, seguridad, así como el derecho a la vida e integridad personal.  

Instar a la corte de constitucionalidad que resuelva la apelación planteada por la comunidad 
y restituir derechos violados, que por el retraso la violación de los derechos humanos 
pueden provocar situaciones lamentables que no puedan repararse.  

Que mantenga reuniones con organismos financistas1 en Guatemala relacionados a la 
implementación de la Estrategia REDD+2 que está siendo financiada por el Banco Mundial 
a través del “Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques”; el Banco Interamericano 
de Desarrollo a través del proyecto  “GU-T1272 Fase II de la preparación de la Estrategia 
Nacional para la Reducción de Emisiones por Deforestación Evitada y Degradación de 
Bosques en Guatemala”; Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza -UICN-
; y Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo – PNUD- a través del proyecto 
denominado “Proyecto Manejo Sostenible de los Bosques y Múltiples Beneficios 
Ambientales3”;  
La estrategia REDD+ está siendo implementada en todo el país, con la finalidad de evitar 
la deforestación, pero además de captar bonos del carbono y venderlos en un mercado 
internacional. Entre las áreas priorizadas está el Petén en Reserva de la Biosfera Maya, 
Laguna del Tigre y Sierra Lacandón. Es decir el área de donde han desalojado a las 
comunidades. Por esta razón consideramos que dichos organismos deben analizar un poco 
más si sus fondos están siendo bien utilizados o están contribuyendo a la violación de los 
derechos humanos.  
 
10. Contacto (persona, organización) para dar segui miento 

• Bufete de Derechos Humanos a través del Abogado Edgar Pérez Archila:  
Celular: 22536224  
Correo Electrónico: efperezgt@yahoo.com 
Dirección: 1era. Calle 5-51, Zona 2, Ciudad Capital.  

• Bufete de Pueblos Indígenas, a través del Abogado Juan Castro  
Celular: 53427341  
Correo: wanyel12@hotmail.com  

• Asociación de Comunidades Campesinas, a través de Antelmo Gálvez  
Celular: 30918927  

• Comité Central de Laguna del Tigre, a través de Miguel Ángel León Pazos  
Celular: 51773636  

                                                           
1 http://www.marn.gob.gt/Multimedios/1836.pdf  
2 http://lahora.gt/bid-financia-estrategia-para-reducir-deforestacion-de-bosques/  
3 http://www.gt.undp.org/content/guatemala/es/home/presscenter/articles/2016/07/15/consolidando-la-

estrategia-nacional-redd-en-guatemala.html  


